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el Tribunal Constitucional en una posición relativamente
marginal en los primeros momentos de afirmación de
la primacía de la Norma constitucional. Por último. la
característica apertura o. si se quiere. laconismo de
muchos de los preceptos constitucionales más signifi­
cativos plantea problemas interpretativos en los que una
declaración con efectos «erga omnes» puede tener ven­
tajas considerables desde una perspectiva de seguridad
jurídica (art. 9.3 CE).

3. En estos momentos. por el contrario. no se dan
algunos de dichos supuestos: Las pautas de la inter­
pretación constitucional resultan familiares a todos los
órganos jurisdiccionales. los cuales cuentan además con
una doctrina emanada de este Tribunal que les puede
permitir enfrentarse con la mayor parte de los problemas
de constitucionalidad del Derecho anterior a 1978. De
otro lado. la tarea exclusiva d" este Tribunal de control
del ordenamiento dictado por el legislador desde aquel
año. a través de una revisión generalizada del ordenamien­
to. puede verse demorada o entorpecida adicionalmente
por la asunción del control del ordenamiento anterior
a dicha fecha. ocasionando dilaciones adicionales tanto
en la resolución de las cuestiones que solo a él corres­
ponde decidir como en la de aquellas o.tras que los Tri­
bunales ordinarios mismos pueden abordar con mayor
celeridad.

De este modo. en el ATC 296/1992 apreciábamos
no darse los presupuestos de admisibilidad de la cuestión
de inconstitucionalidad «si se tiene en cuenta que el
Tribunal "a quo" considera que puede pronunciarse sobre
la conformidad de los preceptos cuestionados a la Cons­
titución. y fallar. en consecuencia•. tal como ha hecho
en alguna ocasión anterior idéntica en presencia de Ilts
mismas circunstancias y partes. Es decir. el pronuncia­
miento que se solicita de este Tribunal no sería npcesario;
según la apreciación subjetiva del órgano juzgador. para
la resolución del proceso. Sólo sería conveniente. dados
los «efectos generales» de una Sentencia del Tribunal
Constituciona!». De este' modo se concluye gue «a la
vista de estas apreciaciones vertidas en el propio Auto
de planteamiento de la cuestión. no resulta cumplido
el requisito inherente a la cuestión de inconstituciona­
lidad por no albergar el órgano judicial duda que no
pueda él mismo solucionar "secundum Constitutionem"
y exija el consiguiente pronunciamiento del Tribunal
Constitucional. Dado que la Sala proponente declara que
puede resolver la cuestión por sí misma. no es proce­
dente que la plantee ante este Tribunal buscando una
resolución de naturaleza abstracta y general. tal como
indica el Fiscal General del Estado. pues la cuestión de
inconstitucionalidad no es una vía apta para conseguir
la depuración abstracta del ordenamiento» (fundamento
jurídico único). Más recientemente hemos resumido este
planteamiento en la STC 90/1994. declarando que «es
constitucionalmente lícito que si el Juez o Tribunal alber­
ga una duda razonable acerca de la constitucionalidad
de una Ley y de la posibilidad de su interpretación con­
forme a la Constitución no se contente con intentar una
-a su juicio. imposible- interpretación correctora o ada­
cuadora a la Constitución de l.a misma -como pide el
arto 5.3 L.O.P.J.- y eleve al Tribunal Constitucional el
Auto de remisión en el que exprese sus dudas de cons­
titucionalidad» (fundamento jurídico 2.°).

Este Tribunal debe prestar. por tanto y de modo cre­
ciente. particular atención a este presupuesto específico
de las cuestiones de inconstitucionalidad de este tipo.
concretamente la existencia de una duda razonable por
parte del órgano judicial «a qua» acerca de la eficacia
de la Constitución sobre la vigencia de un precepto ante­
rior a la misma. La traslación del control del Derecho
preconstitucional a este Tribunal no puede én modo algu-

no ser ya la regla. Lo cual no significa que este Tribunal
deba apartarse. por entero. de la opción flexible que
ha venido manteniendo desde 1981: el anteriormente
recordado carácter abierto de preceptos fundamentales
básicos no hace aconsejable cerrar la vía de acceso a
esta jurisdicción especializada de constitucionalidad al
resto de los Jueces y Tribunales. siempre. eso sí. que
las dudas existan. Pero ante un supuesto en el que las
dudas se encuentren descartadas y el propio órgano
judicial se considere. por tanto. plenamente capacitado
para responder a la cuestión. conviene afirmar la plenitud
jurisdiccional del mismo y la consecuente improcedencia
del planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad.

4. En el presente caso. la Sala de la Contencioso-Ad­
ministrativo. con sede en Sevilla. del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía plantea la cuestión de incons­
titucionalidad plenamente consciente de la eficacia dero­
gatoria de la Constitución. señalando que «esta circuns­
tancia pudiera haber determinado que el propio órgano
judicial los reputara por sí mismo derogados por aquélla.
sin necesidad de elevar la cuestión de inconstituciona­
Iidad al Tribunal Constituciona!». La Sala. sin embargo.
declara que dos razones sustanciales le han llevado a
«preferir» esta opción: La trascendencia general del pro­
blema y el hecho de que el legislador «posconstitucio­
nal». al no haber modificado estos preceptos con ocasión
de otras reformas de la ley. ha confirmado implícitamente
los mismos. Ahora bien. como ya hemos señalado••<Ia
cuestión de inconstitucionalidad no es una vía apta para
conseguir la depuración abstracta del ordenamiento»
(ATC 296/1992). sin que. por otra parte. la modificación
parcial. con posterioridad a la Constitución de una ley
preconstitucional convierta a los prl;lceptos no alterados
en productos de la voluntad del legishildor «posconsti­
tuciona!». cubiertos así por el mandato del arto 163 C.E.
En todo caso. y más adelante. en el propio Auto de
planteamiento de la cuestión se afirma tajantemente que
«a la Sala no le caben dudas de que la aplicación conjunta
de ambos (preceptos) sí es contraria á la Norma fun­
damenta!».

En estas circunstancias. debió haberse apreciado que
el Auto de planteamiento de la cuestión de inconsti­
tucionalidad no cumple el requisito inherente a la misma
por no albergar el órgano judicial duda que no pueda
él mismo solucionar «secundum Constitutionem» y exija
el consiguiente pronunciamiento de este Tribunal Cons­
titucional. .

Madrid. a treinta de abril de mil novecientos noventa
y seis.-Pedro Cruz· Villalón.-Manuel Jiménez de Parga
y Cabrera.-Javier Delgado Barrio.-Firmados y rubri­
cados.

12335 Sala Primera. Selltencia 74/1996. de 30 de
abril de 1996. Recurso de amparo
2.880/1993. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del Tribunal Supremo desestimando
recurso de casación para la unificación de doc­
trina contra Sentencia de la Sala de lo Social
del T.S.J. de AndalUCía .sobre conflicto colec­
tivo. Supuesta vulneración de los derechos a
la tutela judicial efectiva ya la libertad sindical
(carencia de legitirtlación del Comité de
Empresa). Voto particular.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don
Pedro Cruz Villalón. don Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel
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Jiménez de Parga y Cabrera y don Javier Delgado Barrio.
Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.880/93. interpuesto
por don Miguel Vives Rivera. Presidente del Comité de
Empresa del grupo "Previsión Española Sur, S. A.ll, repre­
sentado por el Procurador don Luciano Rosch Nadal y
asistido del Letrado don Rafael Tagua Pérez, contra la
Sentencia. de 21 de junio de 1993. dictada por la Sala
de lo Social del Tribunal Supremo y cOntra la Sentencia
de la Sala de lo Sociai del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía. de 5 de junio de 1992. Han comparecido
el Ministerio Fiscal y la entidad "Previsión Española
Su¡, S. A.ll, representada por la Procuradora doña Rosina
Montes Agustí y' asistida por el Letrado don Antomo
Gutiérrez Castaño. Ha sido Ponente el Magistrado don
Pedro Cruz Villalón. quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito presentado ante el Juzgado de Guar­
dia el 28de septiembre de 1993, y registrado ante este
Tribunal un día después. se interpuso por don Miguel
Vives Rivera. bajo la representación procesal del Pro­
curador de los Tribunales don Luciano Rosch Nadal.
recurso de amparo constitucional contra la Sentencia
de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo. de 21
de junio de 1993. por la que se desestimó el recur­
so de casación para la unificación de doctrina
núm. 2.989/92, promovido contra la Sentencia de la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía, de 5 de julio de 1992, sobre conflicto
colectivo.

2. La demanda se .basa en los siguientes hechos:

a) El grupo asegurador "Previsión Española-Sur.
S. A.ll, a partir del 1 de octubre de 1991, ofreció a los
trabajadores la posibilidad de modificar, de modo indi­
vidual. el horario de jornada continua que venlan pres­
tando de lunes a sábado (salvo en los meses de mayo
a octubre, que sería de lunes a viernes) a otro de jornada
partida con horario flexible y una compensación eco­
nómica de 751 pesetas por día trabajado. con una revi­
sión anual igual a la que se aplicase al salario base.

b) La empresa se regía por un Convenio colectivo
de ámbito estatal para empresas de seguros y reaseguros
("Boletín Oficial del Estadoll de 6 de agosto de 1991).
cuyo art. 7 establecía que la modificación de la jornada
continua (única prevista en el Convenio) sólo podrla
hácerse respetando el número de horas establecidas,
a través de los Delegados de Personal o Comités de
Empresa. y por acuerdo unánime de todos los traba­
jadores en cada centro de trabajo afectado.

e) La representación legal de los trabajadores, con­
siderando que ta empresa no habla respetado lo acor­
dado en el citado Convenio, promovió procedimiento
de conflicto colectivo. Intentada sin avenern::ia la pre­
ceptiva conciliación ante la autoridad ·/aboral. el asunto

. pasó al Juzgado de lo Social núm. 4 de Sevilla, que
dictó Sentencia de 24 de enero de 1992, estimando
la demanda. y declarando la nulidad de los pactos indi­
viduales suscritos.

d) Contra la anterior Sentencia interpuso la empresa
recurso de suplicación ante la Sala de lo Social del Tro­
bunal Superior de Justicia de Andalucía. recurso que

sería estimado por Sentencia de 5 de junio de 1992.
Para la Sala. la autonomía contractual del trabajador en
punto a decidir sobre la jornada laboral no puede con­
siderarse que vulnera la libertad sindical que reconoce
el arto 28 C.E.. puesto que esta decisión individual no
modificaba el Convenio en su sentido normativo. ya que
el Acuerdo. en el presente caso, sólo afectaba a los que
suscribieron el pacto favorecedor y a la empresa, pero
no a los que, pudiendo hacerlo, lo rehusaron; y porque.
además, tampoco podia apreciarse que del pacto se deri-
vase perjuicio alguno para los que no lo firmaron. •

e) Recurrido este pronunciamiento en casación para
la unificación de doctrina. la Sala de lo Social del Tribunal
Sup'remo dictó Sentencia de 21 de junio de '1993, deses­
timando el recurso por falta de identidad entre las reso­
luciones jurisdiccionales sometidas a contraste.

3. En su demanda de amparo el recurrente estima
vulnerados los arts. 24.1 y 28.1 de la Constitución.

Alega, en primer lugar. que la Sentencia del, Tribunal
Supremo es incongruente por no dar respuesta a las
peticiones suscitadas en el proceso de conflicto colec­
tivo, esto es, al fondo del asunto. Aduce. en este sentido,
que la Sentencia adolece de un claro desajuste entre
el fallo y los términos en los que las partes han formulado
sus pretensiones. generando una incongruencia causan­
te de indefensión. Pero también se atribuye a la Sen­
tencia un nuevo vicio por falta de motivación, pues, a
su juicio, no contiene consideración alguna acerca del
arto 37.1 C.E. en relación con el arto 28.1 de la propia
Constitución y con la doctrina del Tribunal Constitucional
sobre la materia (en concreto, las SSTC 98/1985 y
105/1992).

Se denuncia. en segundo lugar, que la Sentencia del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía ha lesionado
el derecho a la libertad sindical por prescindir del carácter
vinculante del Convenio aplicable y de las garantías que
para los trabajadores supone el hecho de que las con­
diciones de trabajo se pacten colectivamente. No es
constitucionalmente lícito que a través de Acuerdos indi­
viduales (trabajadores/empresa), se modifiquen los con­
tenidos normativos del Convenio colectivo, puesto que
ello implica una desregulación contraria a lo declarado
por el Tribunal Constitucional en la STC 105/1992. Por
todo ello. se interesa de este Tribunal la nulidad de las
Sentencias impugnadas y el restablecimiento de los dere­
chos fundamentales cuya vulneración se denuncia.

4. Por providencia de la Sección Segunda. de 24
de marzo de 1994, se acordó admitir a trámite la deman­
da y, a tenor de lo dispuesto en el arto 51 LOTC, requerir
al Tribunal Superior de Justicia de Andalucía la remisión
testimoniada de los autos. previo emplazamiento de quie­
nes hubiesen sido parte en la vía judicial ordinaria para
que, en el plazo de diez días, pudiesen comparecer en
este proceso constitucional.

5. Mediante providencia de 16 de mayo de·1994,
la Sección Segunda acordó tener por recibidas las actua­
ciones judiciales remitidas y teMr por personada y parte,
en nombre y representación de la mercantil "Previsión
Española Sur, S. A.I>, a la Procuradora de los Tribunales
señora Montes Agustí. Igualmente, y conforme a la dis­
puesto en el arto 52 LOTC, se concedió a las partes
y al Ministerio Fiscal un plazo común de veinte días
para que, dentro de dicho término. pudiesen presentar
las alegaciones que a su derecho conviniese.

6. El 23 de octubre de 1994 se registró ante este
Tribunal el escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal.
Tras la exposición sucinta de los hechos y de la deli­
mitación de la cuestión constitucional debatida, el Minis­
terio Público inicia su alegato deteniéndose en el estudio
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de la alegada vulneración del arto 24.1 e.E. A su juicio.
esta queja carece de todo fundamento, puesto que el
Tribunal Supremo explica en su Sentencia las razones
por las que estimó la inexistencia de la sustancial igual­
dad entre las Sentencias que se aportaban como término
de comparación. a los efectos del recurso para la uni- •
ficación de doctrina. limitándose a inadmitir el recurso
por no cumplir uno de sus presupuestos procesales de
viabilidad. Por idéntica razón, añade el Ministerio Fiscal.
era innecesario un pronunciamiento sobre el fondo del
asunto, puesto que también satisface el derecho a la
tutela judicial una resolución judicial de inadmisión, dic­
tada con apoyo en una causa legal previamente e~ta­

blecida y que no fue interpretada de modo ilógico o
arbitrario.

Cuestión distinta es la relativa al derecho de libertad
sindical que reconoce el arto 28.1 C.E. en s.u conexión
con el arto 37.1 C.E. Ahora bien, antes de abordar el
problema de fondo, estima el Ministerio Público que
resulta obligado analizar la eventual legitimación de un
Comité de Empresa para reivindicar el derecho a la liber­
tad sindical cuya titularidad sólo corresponde, en prin­
cipio. a los sindicatos, máxime a la luz de la STC
134/1994 [fundamento jurídico 4.° cll, cuya doctrina
expresamente se aduce. A su juicio. la traslación de esa
doctrina al caso presente permite concluir que los Comi­
tés de Empresa no son titulares del derecho fundamental
a la libertad sindical. por lo que el recurrente carece
de legitimación procesal suficiente para recurrir en ampa­
ro; sin que resulte bastante la mera legitimación «ad
procesum» derivada de su participación en la vía judicial
previa a este proceso constitucional. Este obstáculo pro­
cesal. añade el Ministerio Público. se reforzaría por lo
dispuesto en el arto 54 LOTC. así como del estudio de
alguna Sentencia del propio Tribunal Constitucional que.
como la STC 30/1992, parece identificar legitimación
con titularidad del derecho pretendidamente vulnerado.
Sólo considerando que, por tratarse en el caso de autos
de un Comité de Empresa íntegramente «sindicalizado»
(según se desprende del folio 80 de las actuaciones),
es de aplicación el principio «pro actione», y admitién­
dose un concepto material de legitimación parece posi­
ble salvar ese impedimento de viabilidad procesal de
la demanda.

En cuanto al fondo del asunto, considera el Ministerio
Público que el amparo ha de ser otorgado. En efecto,
la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Anda­
lucía se apoya en argumentos anteriores a la doctrina
de este Tribunal contenida en la STC 105/1992 e, inclu­
so, encuentra cobertura en algún Auto anterior del propio
Tribunal Constitucional (ATC 1.074/1988). La Sentencia
de la Sala dEl lo Social realizó, pues, una interpretación
no arbitraria del arto 7 del .Convenio colectivo de apli­
cación, ajustándose con naturalidad a la propia doctrina
del Tribunal Constitucional dictada sobre la materia. Sin
embargo, con posterioridad y en asunto igual. el Tribunal
Constitucional en el caso «Catalana Occidente» (STC
105/1992)modificó su doctrina anterior, en un caso
del todo sirnilar al que constituye objeto del presente
prOceso constitucional. A la vista de esta últirna doctrina,
añade el Ministerio Fiscal, es claro, como dice el recurren­
te. que se impone la concesión del amparo solicitado,
por existir una perfecta identidad entre el caso allí con­
templado y el aquí enjuiciado. Todo ello ha de conducir
a la estimaéión de la presente demanda de amparo y
a la declaración de nulidad de las Sentencias impugnadas

. por vulnerar el arto 28.1 e.E.

7. La representación procesal de la mercantil «Pre.
visión Española Sur. S. A.», registró su alegato el día
10 de junio de 1994. Después de relatar lo acaecido
en la vía judicial previa, se argumentan las razones por

las que, en su opinión. no se han producido las vul­
neraciones de derechos que se denuncian en la demanda
de amparo. Comenzando por la pretendida lesión del
derecho a la tutela judicial efectiva que el recurrente
imputa a la Sentencia del Tribunal Supremo. considera
esta representación que aquélla no ha existido, ya que
el órgano judicial se limitó a constatar la falta de iden­
tidad suficiente entre la Sentencia recurrida y las apor­
tadas como término de comparación, aplicando. en con­
seCUencia. lo pr&visto en el art. 222 de la Ley de Pro­
cedimiento Laboral y, por tanto. acordando la inadmisión
del recurso de casación para la unificación de doctrina.
Como esa admisión se acordó razonadamente y en apli­
cación de una causa legal previamente establecida. nin­
guna vulneración ha existido del art. 24.1 C.E., pues.
como ha reiterado et propio Tribunal Constitucional. una
resolución jurisdiccional de inadmisión satisface, en tales
casos. el derecho a la tutela. Por similar razón tampoco
puede atenderse, en criterio de esta parte, a la pretendida
falta de motivación de la Sentencia. ya que la declaración
de inadmisión excusaba al Tribunal Supremo de tener
que' pronunciarse sobre el fondo del asunto (se citan

- al efecto las SSTC 119/1987 y 209/1993).
En cuanto a la invocada lesión del derecho a la libertad

sindical «ex» arto 28.1 C.E., aduce esta representación
que este derecho fundamental, como todos los demás
reconocidos en la Constitución. no puede entenderse
en términos absolutos y que, por tanto. su ejercicio ha
de atemperarse a los límites que se derivan de otros
derechos y ámbitos de actuación igualmente reconoci­
dos por el ordenamiento jurídico. como Oéurre con el
de la autonomía de la voluntad en el ámbito de la nego,
ciación colectiva (STC 58/1985) o con el. propio derecho
a la libertad de empresa. según se declaró en la STC
208/1993. Esta necesaria ponderación de los derechos
en conflicto también ha de informar el presente asunto•.
]lues el establecimiento de las nuevas condiciones labo­
rales mediante pactos individuales en masa no fue fruto
de un irresponsable poder de dirección por parte de
la empresa, no fueron impuestas a los trabajadores ni
suponen un perjuicio para ellos en relación con lo dis­
puesto en el Convenio colectivo. Tan es así que el acuer­
do de modificación sólo afecta a los trabajadores que
voluntariamente lo suscribieron y a la empresa, sin' que
aquellos trabajadores que lo rehusaron se vean perju­
dicados por el mismo. Es, por ello, de. aplicación lo decla­
rado por el Tribunal Constitucional en su ATC
1.074/1988 en el que se afirmó que .<Ia compatibilidad
entre la autonomía individual y la autonomía colectiva
(manifestación de la negociación colectiva) no impide
que, respetándose en todo caso los mínimos resultados
del Convenio correspondiente, puedan mejorarse las
condiciones laborales de los trabajadores». Esa mejora
aparece de modo claro y terminante en el caso que
nos ocupa puesto que, respetándose la jornada anual
pactada, se declaran inhábiles todos los sábados, se con­
ceden dos días de permiso retribuido no recuperables
y se compensan económicamente los gastos de manu­
tención derivados del cambio de jornada.

En consecuencia, sólo cabe concluir que no existió
por parte de la empresa ninguna actitud obstativa o con­
traria a la libertad sindical, por lo que, de acuerdo con
la doctrina de la STC 118/1983 y AATC 533/1985
y 58/1987, ninguna violación ha existido del mencio­
nado derecho fundamental. En esta misma línea. cabe
señalar que, si bien el arto 41 del Estatuto de los Tra­
bajadores exige la aceptación de los trabajadores o en
su defecto la aprobación de la autoridad laboral para
modificar las condiciones sustanciales de trabajo, no es
menos cierto que tal exigencia se establece para el
supuesto en que esa modificación obedezca a una deci­
sión unilateral del empresario, lo que, obviamente. no
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concurre en el presente asunto. Por todo ello, se concluye
interesando la desestimación de la demanda de amparo.

8. El día 6 de junio de 1994 se registró el escrito
de alegaciones del demandante de amparo. En él. tras
reproducir los argumentos previamente expuestos en la
demanda, se insiste en la doctrina de este Tribunal con­
tenida en la STC 105/1992 en la que se declaró en
un asunto similar que la modificación de los contenidos
normados del Convenio a través de Acuerdos individua­
les trabajadores-empresa quebraba el sistema de nego­
ciacióncolectiva y el legítimo ejercicio de la acción sin­
dical. por lo que se vulneraba tanto el arto 37.1 como
el arto 28.1 de la Constitución. Doctrina ésta que, a juicio
del demandante. resulta de plena proyección al supuesto
ahora enjuiciado. .

Igualmente, se abunda en la aducida lesión del dere­
cho a la tutela judicial efectiva que directamente se impu­
ta a la Sentencia del Tribunal Supremo que desestimó
el recurso casacional intentado por incumplimiento de
los presupuestos procesales que condicionan la viabi­
lidad del mismo. En su criterio, la Sala de lo Social de
dicho Tribunal le privó injustificadamente de una reso­
lución sobre el fondo del asunto. sin ofrecerle en todo'
caso un plazo de subsanación para reparar las eventuales
irregularidades formales detectadas en relación con lo
dispuesto en el arto 218.2 de la Ley de Procedimiento
Laboral. En razón de todo ello se concluye interesando
que se otorgue el amparo solicitado.

9. Por providencia de 29 de abril se señaló para
la deliberación y votación de esta Sentencia el día 30
siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

,. Alega el Comité de Empresa demandante de
amparo. en primer lugar, que la Sentencia de la Sala"
Cuarta del Tribunal Supremo ha vulnerado su derecho
fundamental a la tutela efectiva de los Jueces y Tribu­
nales (art. 24.1 C.E.) al desestimar el recurso de casación
para la unificación de doctrina promovido por el hoy
demandante de amparo, sin entrar en el fondo del asun­
to. En segundo lugar se queja de que la Sentencia dictada
en suplicación.por la Sala de lo Social del Tribunal Supe­
rior de Justicia de Andalucía, revocando la dictada en
la instancia. haya declarado ajustados a Derecho los pac­
tos individuales suscritos entre trabajadores y empresa,
por los que se modificaba el régimen de horario y de
la jornada de trabajo establecido previamente en el Con­
venio colectivo, de ;\mbito nacional. que regulaba el sec­
tor, habiendo vulnerado. de este modo. el derecho fun­
damental a la libertad sindical reconocido en el arto 28.1
C.E. tal como resulta de la doctrina contenida. muy par­
ticularmente. en la STC 105/1992.

Sobre este particular. manifiesta el Ministerio Público
ciertas dudas relativas a la legitimación del recurrente
que. de superarse mediante una aplicación del principio
"pro actione». debería conducir a la estimación de la
demanda. No lo entiende asi la represimtación procesal
de la empresa "Previsión Española Sur, S. A», para la
que el asunto que ahora se debate no es equiparable
al enjuiciado por este Tribunal en la STC 105/1992,
debiendo. por ello mismo, ser desestimada la dem(Jnda
de amparo.

2. La primera de las quejas debe ser directamente
desestimada. Señala el Comité de Empresa demandante
de amparo que. pese a la admisión inicial de su recurso
de casación para la unificación de doctrina, la Sala Cuarta
dictó una Sentencia desestimatoria por apreciar. en trá­
mite de Sentencia. la concurrencia de determinadas cau­
sas de inadmisión; con tal proceder. el órgano judicial

le privó de un pronunciamiento sobre el fondo del asunto
lo que, además, vicia de incongruencia a su resolución,
al no dar respuesta a todas las cuestiones planteadas
en su recurso casacional. De todo ello se deriva, en su
criterio. una vulneración de su derecho a una tutela Judi­
cial efectiva sin indefensión "ex» art. 24 C.E.

Ahora bien, es doctrina reiterada y constante de este
Tribunai (por todas. STC 255/1994. fundamento jurí­
dic02.") que una resolución de inadmisión también
satisface las exigencias del derecho a la tutela judicial
efectiva cuando aquélla, como ahora ocurre, se funda­
mente en causas legales preestablecidas que son apli­
cadas mediante una interpretación no ilógica o arbitraria.
El derecho de acceso a los· recursos sólo puede ejer­
citarse con arreglo a lo dispuesto a las leyes y. por tanto,
atendiendo a los presupuestos legales que condicionan
la viabilidad procesal de los mismos. tanto más. cuando
Sé trata de acceder a ulteriores recursos jurisdiccionales
que. como el de casación para la unificación de doctrina,
se configuran como extraordinarios. Además, por operar
las causas de inadmisión como requisitos de orden públi­
co procesal, cuyo incumplimiento puede ser observado
por los órganos jurisdiccionales en cualquier momento
del proceso, la concurrencia de alguno de ellos excusa
cualquier pronunciamiento sobre el fondo del asunto.
En suma, en la Sentencia recurrida se aplicaron causas
de inadmisión legalmente establecidas y que fueron
interpretadas de forma no ilógica o arbitraria. por lo que
no se aprecia vulneración alguna del derecho del actor
a la tutela judicial efectiva.

3. Mayor entidad ofrece, de entrada, la aducida vul·
neración del derecho a la libertad sindical. Con todo.
interesa recordar, para la mejor comprensión del asunto
en este particular extremo tanto los hechos originarios
del mismo como las conclusiones alcanzadas por la Sala
de suplicación tras valorar los distintos elementos obran­
tes en los autos y sobre los que nada puede decir este
Tribunal [aI1. 44.1 b). LOTC], que. obviamente. no es
una nueva instancia de la jurisdicción laboral ni un juez
de la sola legalidad.

La empresa «Previsión Española Sur, S. A», mediante
múltiples pactos individuales con aquellos trabajadores
que voluntariamente lo desearon, acordó modificar el
horario de la jornada laboral previamente regulado en
el Convenio colectivo de ámbito estatal para empresas
de seguros y reaseguros «(Boletín Oficial del Estado»
del 6 de agosto de 1991 l. en cuyo art. 7 se establecía
que esa eventual modificación sólo podría hacerse. res­
petando el número de horas establecido, a través de
los Delegados de Personal o Comités de Empresa y por
acuerdo un;\nime de todos los trabajadores en cada cen­
tro de trabajo afectado.

A resultas de ello. el hoy demandante de amparo,
en su condición de presidente del Comité de Empresa
y como representante de ese órgano colegiado. promo­
vió el correspondiente procedimiento de conflicto colec­
tivo contra el citado grupo asegurador. Recurrida en
suplicación la Sentencia estimatoria dictada en la ins­
tancia, la Sala de lo Social dél Tribunal Superior de Jus­
ticia de Andalucía acordó revocar la Sentencia recurrida
a partir, fundamentalmente; de dos premisas derivadas
de la valoración efectuada por el órgano judicial de los
distintos materiales aportados a los autos. En primer
lugar, que los pactos· voluntariamente suscritos por los
trabajadores mejoraban sus condiciones de trabajo res­
pecto de la regulación contenida en el Convenio, por
lo que no se modificó el contenido normativo del mismo.
y, en segundo lugar, que de tales Acuerdos individuales
no se derivó perjuicio alguno para aquellos otros tra­
bajadores que rehusaron el pacto favorecedor de la
empresa.
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Sobre estas premisas, la Sala de suplicación alcanzó
la convicci6n de que tales Acuerdos trabajadores-em­
presa eran expresión lícita de la autonomfa individual
de cada trabajador, puesto que respetaban•.en todo caso.
las condiciones establecidas por el CQnvemo.

4. De todo ello resulta. ante todo. la necesidad de
abordar una cuestión previa apuntada por el Ministerio
Fiscal en su escrito de alegaciones, la de determinar
si. en el presente proceso constitucional. el demandante
de amparo. que acciona en su condición de Presidente
de un Comité de Empresa. está legitimado para impetrar
ante este Tribunal la protecci6n del derecho a la libertad
sindical «ex» art. 28.1 CE. en su particular vertiente
garantizadora de la eficacia de los Convenios colectivos.
como uno de los instrumentos de acción sindical. Tal
cuestión. directamente vinculada a los límites objetivos
del amparo constitucional. presenta indudable trascen­
dencia, pues, más allá de la similitud de contenidos mate­
riales entre el presente asunto y los resueltos por las
SSTC 105/1992 y 208/1993. es lo cierto que. el recurso
de amparo constitucional «no abre, como se ha advertido
repetidamente. una vía impugnatoria abstracta. sino un
cauce para obtener la reparaci6n de las violaciones con­
cretas de derechos fundamentales de que hayan podido
ser objeto las situaciones jurfdicas subjetivas cuya tutela
tiene atribuidas» (ATC 135/1985. fundamento jurídi­
co 1.0).

En este sentido. obligado es recordar, en su literalidad.
lo declarado por este Tribunal en la STC 118/1983 (fun­
damento jurídico 4.°): «el arto 7 de la Norma fundamental
constitucionaliza al sindicato no haciendo lo mismo con
el Comité de Empresa, que es creaci6n de la Ley y s610
puede encontrar, como dijera la Sentencia de este Tri­
bunal núm. 37/1983 (...l. una indirecta vinculación con
el arto 129.2 de la Constitución» añadiéndose acto segui­
do que. atribuyendo el arto 7 CE a las organizaciones
sindicales ,ela funci6n de contribuir en la defensa y pro­
moci6n de los intereses de los trabajadores. le atribuye
consiguientemente el ejercicio de aquellos derechos
necesarios para el cumplimiento de tal función y que
constituyen manifestación ineludible de la libertad sin­
dical reconocida en el arto 28.1 de la C.E.. en su vertiente
colectiva. de forma que el impedimento o la obstacu­
lización a tal ejercicio constituye no sólo vulneraci6n del
precepto constitucional que consagra cada concreto
derecho. sino también el propio arto 28.1. De más está
señalar que lo mismo no puede ser predicado del Comité
de Empresa que. en la medida en que la Ley le atribuya
el papel d" representante a que se refiere el arto 37.1
C.E.. podrá ver vulnerado su derecho a la negociaci6n
colectiva pero no a la libertad sindical, pues ésta no
alcanza a cubrir constitucionalmente la actividad sindical
del Comité».

Es claro. pues. que los Comités de Empresa no son
titulares del derecho. a la libertad sindical y así se ha
declarado por este Tribunal en ulteriores pronunciamien­
tos (SSTC 45/1984 y 134/1994). Por lo tanto. en el
presente recurso. el Comité de Empresa está invocando
la vulneración de un derecho fundamental ajeno. pues
sólo los Sindicatos -a los que la Constitución otorga
un protagonismo singular como mediadores en las rela­
ciones laborales- son titulares del derecho a la libertad
sindical a la hora de defender la primacía de la autonomía
colectiva frente a eventuales conductas de corte anti­
sindical.

5. No obstante lo anterior. aún es preciso plantearse
si, en el asunto que nos ocupa. concurre en el actor
el «interés legítimo» a que se refiere el arto 162.1 b)
de la Constituci6n.

A estos efectos. es claro que. con independencia de
que' el Comité de Empresa se encuentre o no «sindi-

calizado», no forma parte de su funci6n representativa
de los trabajadores y de las demás facultades que legal­
mente le son atribuidas (arts. 63 y 64 E.T.) la de velar
y defender la posición que constitucionalmente se atri­
buye a los sindicatos (arts. 7 y 28.1 C.E.) en el ámbito
de las relaciones laborale.s y, en particular. en la esfera
de la negociación colectiva. máxime cuando se trata de
un Convenio de ámbito nacional que exclusivamente
puede ser negociado por organizaciones sindIcales (art.
87.2 E.T.). Cierto es. como no podía ser de otro modo
en atención a lo dispuesto en el arto 152 c) de la L.P.l..
que los Comités de Empresa pueden plantear conflictos
colectivos y defender los intereses de los trabajadores
a los que representan y, desde está sola perspectiva.
el ahora demandante cumple cen el requisito dispuesto
en el arto 46.1 b) LOTC. Ahora bien. como hemos decla­
rado en otras muchas ocasiones la legitimación «ad pro­
cessum» no conlleva automáticamente una legitimación
«ad Causam» (SSTC 14/1982. 25/1989. 47/1990.
11/1992. entre otras muchas. así como los AATC
102/1980 y 524/1984. entre otros).

En efecto. en circunstancias como la presente. de
colisión entre la autonomía individual y el sistema de
negociaci6n colectiva. sólo las organizaciones sindicales.
titulares del derecho reconocido en el arto 28.1 C.E.• pue­
den tener «interés legitimo» en la defensa. ante este
Tribunal. de la eficacia de los Convenios como contenido
indirecto de la libertad sindical. pues sólo a ellos corres­
ponde reaccionar. en este contexto, frente a eventuales
conductas antisindicales de esta naturaleza.

Este Tribunal ya ha declarado que. ciertamente. no
es descartable la hip6tesis de que. a través de pactos
favorecedores suscritos individualmente entre trabaja­
dores y empresa. se cobije una estrategia patronal des­
tinada a mermar la posición preferente que en el ámbito
de la mediación laboral corresponde por mandato cons­
titucional a las organizaciones sindicales (STC
208/ 1993l. Ahora bien. en tales supuestos. s610 los sin­
dicatos -suscribieran o no el Convenio- pueden valorar
esa situación y. en su caso. reaccionar jurisdiccional­
mente en defensa del derecho a la libertad sindical. En
conclusión. el recurrente. que acciona en su condici6n
de Presidente de un Comité de Empresa. carece de legi­
timaci6n «ex» art. 162.1 b) de la Constitución para defen­
der. en el caso presente, la eventual vulneraci6n del dere­
cho fundamental a la libertad sindical que denuncia.

FALLO

En atenclon a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUT0RIDAQ QUE LOO CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
OE LA NACiÓN ESPAÑOLA •

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada p,n Madrid. a treinta de abril de mil novecientos
noventa y seis.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Pedro Cruz
Villalón.-Enrique 'Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Par­
ga y Cabl'era.-Javier Delgado Barrio.-Firmados y rubri­
cados.

Voto particular que formula el Magistrado don Mánuel
Jiménez de Parga y Cabrera a la Sentencia recaída en

el recurso de amparo núm. 2.880/93

La Sentencia de la mayoría demega el amparo soli­
citado por el Presidente de un Comité de Empresa basan­
do su resolUCión en que «sólo las organizaciones sin-
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dicales, titulares del derecho reconocido en el art. 28.1
C.E.. pueden tener "interés legítimo" en la defensa, ante
este Tribunal, de la eficacia de los Convenios como con­
tenido indirecto de la Iibertal sindica!». Esta es la «ratio
decidendi» de la Sentencia de la que discrepo; motivo
o causa del «fallo» que se argumenta finalmente allí con
las siguientes palabras: «En conclusión, el recurrente,
que acciona en su condición de Presidente de un Comité
de Empresa. carece de legitimación "ex" arto 162.1 b)
de la Constitución para defender, en el caso presente,
la eventual vulneración del derecho fundamental a la
libertad sindical ql,le denuncia».

La deliberación en la Sala se centró, efectivamente,
en la legitimación del Comité de Empresa para solicitar
el amparo constitucional frente a la conducta del emplea­
dor en la aplicación del Convenio colectivo; legitimación
negada por la mayoría de los Magistrados y defendida
por mí. El razonamiento de quienes aprobaron la Sen­
tencia se refleja en la misma. A continuación resumo
mi tesis disidente.

1. La libertad sindical exige el reconocimiento y pro­
tección de varios derechos. No hay libertad sindical si
uno de esos' derechos de capital importancia en el orde­
namiento laboral resulta desconocido en las normas jurí­
dicas o es conculcado al aplicar éstas. Entre los derechos
necesarios para el ejercicio pleno de la libertad sindical.
según nuestra Constitución, se encuentra el derecho a
la negociación colectiva.

La jurisprudencia de este Tribunal, después de una
fase inicial de imprecisiones al respecto, afirma de forma
reiterada que el derecho a la negociación colectiva (art.
37.1 C.E.) forma parte del contenido mínimo del derecho
de libertad sindical (art. 28.1 C.E.). Pueden citarse fun­
damentos jurídicos de nuestras Sentencias que son
esclarecedores, ilustrando el buen entendimiento del
asunto. Por ejemplo, el fundamento jurídico 5.° de la
STC 51/1988: «El art. 28.1 de la Constitución integra
derechos de actividad de los sindicatos (negociación
colectiva. promoción de conflictos). medios de acción
que, por contribuir de forma primordial al desenvolvi­
miento de la actividad a que el sindicato es llamado
por el arto 7 C.E., son un núcleo mínimo e indisponible
de la libertad sindica!». En esta STC 51/1988 se enu­
meran otras resoluciones en idéntico sentido (SSTC
39/1986.104/1987,184/1987,9/1988). todas ellas
portadoras de una doctrina que es acogida expresamen­
te por la STC 105/1992. que resolvió un recurso de
amparo cuyo objeto tenía un notable parecido con el
que ahora enjuiciamos.

2. El Comité de Empresa, actor en este proceso de
amparo constitucional, tien's a:¡ignada. entre otras com­
petencias propias, la de «ejercer una labor: a) De vigi­
lancia en el cumplimiento de las no'mas vigentes en
materia laboral, de Seguridad Socia! y empleo, así como
el resto de los pactos, condiciones y usos de empresa
en vigor, formulando. en su caso, las acciones legales
oportunas ante el empresario y los organismos o Tri­
bunales competentes» (art. 64.1.8 del Estatuto de los
Trabajadores). Pero al Comité de Empresa le niega la
«legitimatio ad causam» la Sentencia de la mayoría. Nos
adentramos así en ese «tormentoso capítulo de la ciencia
jurídica» que es el saber de la legitimación, al decir de
algunos y buenos procesalistas; «Iegitimatio ad causam»,
distinta de la «Iegitimatio ad processum», contraposición
actualizada de un distingo de la vieja lógica jurídica,
cuyos orígenes se pierden en la historia del Derecho.

3. Con el fin de fundamentar mi argumentación dis­
crepante, he de recordar algo que nuestra jurisprudencia
ha venido destacando desde el primer momento: la
amplitud con que el Texto constitucional reconoce legi-

timación a los posibles solicitantes de amparo. El ATC
13/1989 expone. en acertada síntesis, esta doctrina:
«Para interponer el recurso de amparo no sólo están
legitimados los titulares del derecho fundamental invo­
cado, sino, como dispone el arto 162.1 b) de la Cons­
titución, "toda persona natural o jurídica que invoque
un interés legítimo". Ahora bien, según ha declarado este
Tribunal en reiteradas ocasiones (SSTC 60/1982.
67/1986 y ATC 139/1985, entre otras resoluciones),
este concepto de interés legítimo es diferente y más
amplio que el de interés directo y, más aún, que el con­
cepto de derecho subjetivo». Precisamente en el invo­
cado ATC 139/1985 se puntualizó que la relación del
demandante de amparo con el objeto de la pretensión
deducida «provendrá, las más de las veces, de la titu­
laridad propia del derecho o libertad presuntamente vul­
nerado, pero que -y esto lo subrayamos ahora, pues
nos ayuda en el razonamiento que estamos siguiendo­
"podrá derivarse también de un mero 'interés legítimo'
en la preservación' de derechos o libertades de otro".
Sólo de este modo -dijimos entonces- se dará cum­
plimiento a lo prevenido en el arto 162.1 b) de la Norma
funda.menta!».

4. Aunque las titulares del derecho de libertad sin­
dical fuesen las organizaciones sindicales. y sólo ellas
(como se expone en la Sentencia de la mayoría). es evi­
dente que el Comité de Empresa tiene. en el presente
caso, un interés legítimo en la preservación del derecho
o libertad de otro. Bastaría la aplicación de la doctrina
jurisprudencial antes expuesta para conceder la legiti­
mación «ad causam» que la Sentencia niega. Sin embar­
go, el interés legítimo del Comité de Empresa merece
un tratamiento más atento.

El Comité de Empresa, en cuanto «órgano represen­
tativo y colegiado del conjunto de los trabajadores en
la empresa o centro de trabajo para la defensa de sus
intereses» (art. 63.1 E.T.) no carece de. sino que posee,
un interés legítimo en cualquier modificación del Con­
venio colectivo, mediante Acuerdos con trabajadores
que actúan por su cuenta y riesgo. al margen de la volun­
tad general plasmada en el Convenio. que es, en síntesis,
el objeto de este recurso de amparo. Hemos anotado
«supra» la función de vigilancia que a este respecto
corresponde al Comité, dándose la circunstancia. en el
supuesto enjuiciado, que la intervención del Comité de
Empresa está especialmente reforzada en el arto 7 del
Convenio para la modificación de sus cláusulas.

El CQmité de Empresa actúa como titular de un patri­
monio jurídico, es decir, como destinatario de un con­
junto de «utilidades» (sustanciales e instrumentales),
aptas para satisfacer sus intereses. y que son garan­
tizadas por el Derecho. Este patrimonio jurídico se com­
pone de bienes distintos, según el carácter de las uti­
lidades garantizadas. Por tanto, el concepto de interés.
de índole subjetiva, se complementa con la «utilidad»,
de naturaleza objetiva. No debe exigirse aquí para la
legitimación .«ad causam» un derecho subjetivo de liber­
tad sindical. El Convenio colectivo, desde la perspectiva
de los trabajadores, garantiza un determinado compor­
tamiento del empleador, sin que, al mismo tiempo, exista
la garantía de una utilidad sustancial para el trabajador
o, al menos. de una utilidad sustancial directa. Pero el
Convenio satisface, de modo mediato y eventual, el inte­
rés del trabajador, de todos los trabajadores, por lo que
la utilidad garantizada podrá tener sólo carácter instru­
mental. Se trata de que el empleador se comporte con­
forme al Convenio. Es una garantía simplemente ins­
trumental. A diferencia de lo que ocurre cuando se exige
la titularidad de un derecho subjetivo para la legitima­
ción, en los procesos en que basta (como sucede en
el proceso de amparo) que el recurrente tenga interés
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legítimo en la preservación del derecho o la libertad;
este interés legítimo se configura con la garantia de una
utilidad instrumental. como lo es el comportamiento del
empleador según las cláusulas del Convenio colectivo
y con estricto cumplimiento de ellas.

5. Resumiento lo expuesto, si el derecho a la nego­
ciación colectiva se integra en el derecho de libertad
sindical, como componente esencial del mismo, y al
Comité de Empresa corresponde legalmente la vigilancia
del cumplimiento del Convenio colectivo, siendo éste
una garantía instrumental para los trabajadores a los
que el Comité representa, la «legimatio ad causamn no
puede ser negada al Comité, poseedor indiscutible de
un interés legítimo en la preservación de la libertad sin­
dical cuando ésta resulta violada en uno de los derechos
que la forman (el de negociación coletiva, en el presente
caso).

Afirmamos la legitimación del Comité de Empresa
sin tener que apoyarnos en el hecho de haber sido parte
en el proceso laboral previo [arto 46.1 b) LOTC], ya que
acaso esa condición necesaria no es siempre suficiente
(ATC 120/1980), así como tampoco hemos empleado
el argumento del Fiscal. favorable a aceptar la legiti­

,mación por tratarse de un Comité «íntegramente sin-
dicalizado, al existir cuatro miembros de CC.OO. y tres
de U.G.T., figurando entre los primeros el aqui denun­
ciante de amparon, o sea. por tratarse de un Comité
de Empresa que «ostenta los intereses de los sindicatos
representados en el mismon.

6. Admitida la legitimación del recurrente, por las
razones expresadas, mi opinión es que debió otorgarse
el amparo, dada la identidad de los hechos enjuiciados
con los que fueron el objeto de la STC 105/1992. Como
se sostuvo en esa Sentencia. cuatro años atrás. y se
matizó luego en la STC 208/1993. una utilización masi­
va de la autonomía individual. para jugar sistemática­
mente en detrimento y marginación de la autonomía
colectiva, o voluntad general de los trabajadores, es
dudosamente compatible con las bases constitucionales
de nuestro sistema de relaciones laborales.

Firmo y rubrico mi parecer discrepante de la mayoría
de los Magistrados de la Sala, cuya resolución de signo
contrario estimo y respeto.

Madrid, a treinta de abril de mil novecientos noventa
y seis.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Firmado
y rubricado.

12336 Sala Primera. Sentencia 75/1996. de 30 de
abril de 1996. Recurso de amparo 540/1994.
Contra Sentencia de la Audiencia Provincial
de Vizca"ya que desestimó la demanda de nuli­
dad interpuesta por la ahora demandante en
amparo contra laudo dictado por la Junta Arbi­
tral de Transportes del País Vasco. Vulnera­
ción del derecho a la tutela judicial efectiva:
exclusión no consentida del acceso a la
jurisdicción.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Pedro Cruz Villalón, don Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel

Jiménez de Parga y Cabrera y don Javier Delgado Barrio.
Magistrados, ha pronunciado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 540/94, promovido
por «Copiadoras de Precisión S. A.n, representada por
11;1 Procuradora de los Tribunales doña Carmen Moreno
Ramos y asistida de la Letrada doña Ana Teresa Urquijo
Abasolo, contra Sentencia núm. 19, de 13 de enero
de 1994. de la Audiencia Provincial de Vizcaya. Ha inter­
venido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado
don Pedro Cruz Villalón, quien expresa el parecer de
la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 21 de febrero de 1994, doña Carmen Moreno Ramos,
Procuradora de ,los Tribunales, en nombre y represen­
tación de «Copiadoras de Precisión, S. A.n, interpuso
demanda de amparo constitucional. que se ha tramitado
con el núm. 540/94, contra la Sentencia de la Audiencia
Provincial de Vizcaya núm. 19; de 13 de enero de 1994,
que desestimó la demanda de nulidad interpuesta por
la ahora demandante en amparo contra el Laudo dictado
por la Junta Arbitral del Transporte del País Vasco el

. día 27 de abril de 1992.

2. Los hechos relevantes para la resolución del
recurso son los siguientes:

•
a) En septiembre de 1991, la recurrente en"amparo

celebró contrato de transporte de mercancías con
«Transportes Angel López e Hijos. S. L.n.

b) , Entre los contratantes, surgió una controversia
por razón de la devolución de las mercancías" lo que
motivó que el transportista presentase reclamación por
falta de pago de portes, por valor de 135.000 pesetas,
ante la Junta Arbitral del Transporte del País Vasco. En
ningún momento se había convenido el sometimiento
a arbitraje de las controversias.

c) La referida reclamación dio lugar al expediente
núm. 36/92, resuelto por Laudo arbitral de 27 de abril
de 1992. de la Junta Arbitral del Transporte del Pais
Vasco, en el que se desestimó la excepción de incom­
petencia de dicha Junta opuesta por la ahora deman­
dante en amparo. Esta excepción estaba basada en la
inexistencia de un convenio arbitral. de lo que se deri­
varía, según se alegó, la vulneración del arto 24 de la
Constitución y de la Ley 36/1988, de 5 de diciembre
de 1988, de Arbitraje. En cuanto al fondo, el Laudo esti­
mó la reclamación. declarando la obligación de la entidad
demandada de abonar la cantidad que se le reclamaba.

d) Disconforme can esta resolución. la recurrente
en amparo. eón fecha 27 de abril de 1992, interpuso
recurso de nulidad contra la misma ante la Audiencia
Provincial de Vizcaya, alegando la vulneración del arto
24 de la COnstitución. Por Sentencia de 13 de enero
de 1!'í94 se desestimó la' demanda de nulidad, decla­
rándose ajustado a Derecho el Laudo impugnado.

3. La demanda de amparo solicita que se reconozca
el derecho a obtener la tutela judicial efectiva de los
Jueces y Tribunales y que se declare la nulidad del Laudo
y Sentencia referidos. .

La fundamentación en la que se basa el recurso se
puede sintetizar en que se ha vulnerado el arto 24.1


